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Dejo en estas líneas condensado mi respetuoso salvamento parcial de voto con la sentencia proferida en esta sede, porque no comparto la posición mayoritaria de negar el reconocimiento de la indemnización derivada del daño a la vida de relación, con lo que se dio al traste, también, con la obligación parcial de la aseguradora de cubrir ese monto junto con sus intereses y las costas. 

Para hacerlo, básteme transcribir los apartes del proyecto inicialmente presentado a consideración de la Sala que no fueron apoyados y que, por tanto, constituyen el pilar de este disentimiento. 

1. En lo atinente a la situación de la víctima, planteaba el proyecto, una vez terminada la trascripción de la sentencia de la Corte Suprema de Justicia que se cita a folios 12 y 13 del fallo, que: 

“Con esta percepción, puede decirse que en este caso, demostrado como está que el señor Ordóñez sobrevivió al accidente por lo menos tres días, durante ese corto lapso se generó para él la imposibilidad, de manera temporal como aduce la Corte,  de desenvolverse en su rol familiar y social, pues se halló con una limitación clara, que entró en estado de inconsciencia.  Es claro que una vez falleció, a partir de ese suceso no podía prolongarse el daño, si su manifestación con el mundo exterior ya no era posible y, por consiguiente, no puede convenirse con la parte recurrente en que el mismo se extiende hasta la expectativa de vida probable del occiso.  En cambio sí puede afirmarse que aunque en mínima proporción, porque fue muy corto el tiempo que sobrevivió y durante el cual se le privó de su contacto con el mundo que lo rodeaba y de desempeñar sus actividades habituales, se causó el perjuicio a la vida de relación que se depreca, lo que llevará a que en ese sentido se revoque el fallo de primer grado para tasarlo en una cuantía que, se insiste, como paliativo por el breve tiempo que duró la afectación, se fijará, acudiendo otra vez al arbitrio judicial, en la suma de …”
La Sala, en su mayoría, consideró sin embargo que no había lugar a tal reconocimiento por la inconsciencia de la víctima y por el corto tiempo que corrió entre el accidente y su muerte. Y aquí lancé estos interrogantes: ¿Quien después de un accidente o de un suceso atribuido a la responsabilidad de otro queda en estado de coma o de inconciencia absoluta, no puede reclamar los perjuicios derivados del daño a la vida de relación, sólo porque no entiende que su vida total se ha frustrado?.  Y si se trata del tiempo ¿cuál es, entonces, el que prudencialmente hay que esperar para que respecto de una persona en estado de coma se pueda decir que se ha frustrado su proyecto de vida?.  Es obvio que para la mayoría tres días son poco. ¿Entonces cuántos?; ¿una semana, tal vez un mes, o quizá uno o más años?. Estimo que tres días eran suficientes para que se causara el perjuicio, aunque en mínima proporción como venía tasado en el proyecto.  Otra cosa es que cuando la muerte se produzca de manera instantánea o pasados sólo algunos minutos o incluso pocas horas del suceso, que es lo que ocurrió en el caso que se trajo a colación como sustento de lo dicho en forma mayoritaria, tratado por el Consejo de Estado (página 13 de la sentencia). Habrá, pues, otro espacio para discutir este intrincado tema. 
2.  Como el proyecto venía reconociendo la indemnización por el daño a la vida de relación, también planteaba que, en tal caso, la aseguradora estaba llamada a pagar el monto liquidado, si estaba dentro del margen de cobertura de la póliza. 

Si se lee la página 15 del fallo, se verá que allí inicia la Sala la transcripción de lo que recientemente planteó sobre la cobertura de los perjuicios morales y en general de los extrapatrimoniales por parte de una aseguradora.  Pero antes de hacerlo, el proyecto señalaba que el juzgado tenía que haberse pronunciado sobre la responsabilidad de Seguros del Estado, derivada de la acción directa dirigida en su contra, entre otras cosas, por la distinción que se hizo entre los perjuicios morales y el daño a la vida de relación, especies de lo que genéricamente constituyen los perjuicios inmateriales o extrapatrimoniales. 

Y terminada esa cita, en la página 25, el párrafo siguiente del proyecto, que no fue acogido, pero en el que me sostengo, decía:

“Pues bien, dilucidado este aspecto, se tiene que la póliza otorgada por Seguros del Estado en este caso concreto, así como las condiciones generales de la misma, no contemplan en parte alguna que amparen de manera exclusiva perjuicios patrimoniales; en cambio sí, excluyen estas últimas, en forma clara, los perjuicios morales, que no los extrapatrimoniales en general y, por tanto, con la salvedad que hizo la Sala en aquella providencia acerca de que en determinados casos pueden estos tener cobertura si, por ejemplo, la protección misma se incluye en el contrato, o no se excluye y en forma global se pacta el reconocimiento de los perjuicios que se lleguen a causar a la víctima o que el asegurado deba resarcir, bien puede concluirse aquí que como la primera condición, relacionada con los amparos, alude expresamente a que con el seguro se “cubre, durante la vigencia de la póliza los siguientes conceptos definidos en la condición 3, derivados de la responsabilidad civil contractual en que incurra el asegurado…” entre ellos la muerte accidental, allí cabe entender que el daño a la vida de relación tasado en esta providencia no está excluido y, por consiguiente, la aseguradora tendrá que responder por su pago, ya que está por debajo del límite asegurado”.
3. Sobre los intereses y las costas, consecuencias obligadas de lo que inicialmente planteaba, decía el proyecto, y creo que así ha debido mantenerse, que: 

“En lo que toca con los intereses moratorios, estos se causarán para la compañía, sobre la suma de …. en que se fijó el daño a la vida de relación, de acuerdo con el artículo 1080 del C. Co., a la tasa igual al bancario corriente certificado por la Superintendencia Financiera, aumentado en la mitad, a partir del 13 de junio de 2005 (un mes después de la reclamación)  y hasta cuando el pago de la obligación se verifique. 

Respecto de las costas, se tiene que el artículo 1128 del estatuto mercantil prevé que el asegurador debe responder por ellas, aun en exceso de la suma asegurada, en el proceso que el damnificado o sus causahabientes inicien contra aquél o el asegurado, con algunas salvedades, allí indicadas, ninguna de las cuales corresponde a la modalidad de este asunto.” 

Dejo así expuesto mi criterio acerca de estos temas. 
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